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razonamientos y fundamentaciones que debieron formar
parte del escrito de formalización de la demanda, ni se
puede concluir que una decisión judicial que no otorga
algo. por otra parte no pedido (ya que resulta igualmente
acreditado que se dio traslado de la contestación de
la demanda del Abogado del Estado a los recurrentes
el día 3 de mayo de 1989. sin que éstos, en el plazo
de seis meses que medió hasta la Sentencia, ni siquiera
intentaran realizar nuevas alegaciones en torno a
la concurrencia de la causa de inadmisión) vulnere el
art. 24 C.E.

4. Iguales consideraciones merece el supuesto error
judicial denunciado en la demanda y consistente en que
la causa de inadmisión no era aplicable a seis de los
recurrentes. ya que no habían presentado previamente
solicitud. que les hubiera sido denegada. para el cobro
de indemnizaciones. Tal extremo. de resultar cierto, en
modo alguno ha sido acreditado en el recurso de amparo.
pero es que además la lectura de la Resolución del Almi­
rante Jefe del Departamento de Personal a la quenas
hemos referido con anterioridad muestra de manera
indudable que la causa de inadmisión del recurso afec­
taba al conjunto de los recurrentes, a los cuales les fue
notificada en tiempo y forma. y el supuesto error tam­
poco formó parte del contenido de la demanda del recur­
so contencioso-administrativo. En estas condiciones, es
obvIo no sólo que no se dan los supuestos extraordinarios
de error patente (STC 68/1983) o motivación arbitraria,
irrazonada O irrazonable (STC 136/1984) que permiten
excepcionalmente a este Tribunal resolver los errores
judiciales por su incardinación en el arto 24 de la C.E..
sino que tal error. de existir, en forma alguna ha sido
alegado ante la jurisdicción ordinaria ni acreditado ante
este Tribunal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

11334 Sala Segunda. Sentencia 113/1993, de 29
de marzo. Recurso de amparo 1.031/1990.
Contra Sentencias del Juzgado de Distrito de
Viella y del Juzgado de Instrucción de dicha
localidad, recaídas en juicio verbal de faltas,
seguido por lesiones y daños producidos en
accidente de circulación. Supuesta vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
irregularidad procesal sin relevancia consti­
tucional.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José

Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.031/90. promovido
por don Andrés Figueras Sanso representado por el Pro­
curador de los Tribunales don José Manuel Dorremochea
Aramburu. y asistido por el Letrado don José Luis Rodrí­
guez García. contra las Sentencias, de 13 de diciembre
de 1986. del Juzgado de Distrito de Viella, y, de 8
de febrero de 1990, del Juzgado de Instrucción de
dicha localidad, recaídas en juicio verbal de faltas
núm. 104/86, seguido por lesiones y daños ocurridos
en accidente de circulación. Ha comparecido el Minis­
terio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro
Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer de la Sala

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el día 19 de abril de 1990, e ingresado al día siguiente
en este Tribunal, el Procurador don José Manuel Dorre­
machea Aramburu, actuando en nombre y representa­
ción de don Andrés Figueras Sans, interpuso recurso
de amparo contra las Sentencias de 13 de diciembre
de 1986 del Juzgado de Distrito de Viella, y de 8 de
febrero de 1990 del Juzgado de Instrucción de la citada
localidad, recaídas en el juicio verbal de faltas
núm. 104/86, seguido por lesiones y daños ocurridos
en accidente de circulación.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

A) El día 28 de septiembre de 1986. el demandante
en amparo, conduciendo un camión propiedad de la
empresa «Damm, Sociedad Anónima», tuvo un accidente
con un turismo de nacionalidad francesa. Del referido
accidente se levantó el correspondiente atestado por
la Guardia Civil de Tráfico, posteriormente remitido al
Juzgado de Distrito de Viella (Lérida). En dicho Juzgado
se incoó el juicio verbal de faltas núm. 104/86.

B) Según se dice por el solicitante de amparo, no
prestó declaración ni ante la Guardia Civil ni ante el Juz­
gado, no siendo citado para el acto del juicio oral cele­
brado el día 10 de diciembre de 1986.

El día 13 de diciembre de 1986, se dictó Sentencia
por la que se condenaba al recurrente en amparo como
autor de una falta del art. 586.3 del Código Penal. a
una multa de 5.000 pesetas, reprensión privada y pri­
vación del permiso de conducir por un mes, así como
al pago de los daños y lesiones ocasionados, a deter­
minar en ejecución de Sentencia.

C) Notificada, tras diversas incidencias la referida
Sentencia al demandante en amparo y a la Empresa
«Damm, Sociedad Anónima». ambos interpusieron recur­
so de apelación, solicitando exclusivamente la nulidad
del juicio y de la Sentencia recurrida de conformidad
con el art. 238.3 de la L.O.P.J., al no haber sido citado
para el acto del juicio el solicitante de amparo, lesio­
nándose el arto 24.1 C.E.

El Juzgado de Instrucción de Viella, por Sentencia
de ade febrero de 1990, desestimó el recurso y confirmó
la Sentencia de instancia, en base al siguiente y único
fundamento jurídico: «Se acepta la fundamentación jurí­
dica de la Sentencia recurrida sin que las alegaciones
del Letrado de la parte apelante en el acto de la vista
hayan desvirtuado».
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3. En la demanda se imputa a las Sentencias recurri­
das la vulneración del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva. sin indefensión consagrado en el
arto 24.1 C.E. .

El demandante afirma que ha sido condenado en la
primera instancia sin previamente haber sido oído y sin
haber tenido posíbilidad de defenderse. ya que no fue
citado al acto del juicio oral. Por otro lado. cuando inter­
puso el recurso de apelación. invocó el arto 24 C.E. y.
sin embargo. el Juez ad quem confirmó la Sentencia
de primer grado sin dar razón. fundamento o argumento
alguno sobre la falta de citación.

Todo ello. según el recurrente. le ha producido inde­
fensión. aludiéndose a la doctrina del Tribunal Consti­
tucional contenida en la Sentencia de 18 de sep­
tiembre de 1989. recaída en el recurso de amparo
núm..1.136/87. en la que se otorgó el amparo solicitado
en un supuesto semejante.

En virtud de lo expuesto. se solicita que se dicte Sen­
tencia por la que se otorgue al recurrente el amparo
solicitado. declarando la nulidad del acto del juicio verbal
de faltas (autos núm. 104/86). Y de las sucesivas reso­
luciones subsiguientes de los Juzgados de Distrito e Ins­
trucción de Viella. retrotrayéndose las actuaciones pena­
les hasta el momento anterior a la celebración del juicio
a fin de que pueda ser citado y oído el demandante.
declarándose la nulidad de las Sentencias impugnadas.

Mediante otrosí. se solicita la suspensión de la eje­
cución de la Sentencia recaída en apelación.

4. Mediante providencia de 2 de julio de 1990 de
la Sección Tercera. de conformidad con el arto 50.3 LOTC.
se puso de manifiesto al demandante y al Ministerio
Fiscal las posibles causas de inadmisión del arto 50.1
a) y c). la primera de ellas en relación con el arto 44.2.
ambos de la citada LOTC. por extemporaneidad de la
demanda y ausencia de contenido constitucional de la
misma. concediéndose el plazo común de diez días para
presentar las alegaciones que estimaran pertinentes.

El Ministerio Fiscal, el día 12 de julio de 1990. pre­
sentó escrito de alegaciones.

Para el Ministerio Fiscal. no se ha acreditado por la
parte recurrente la fecha de notificación de la Sentencia
que pone término a la vía judicial ordinaria. por lo que
habría que estar a lo que pruebe en este trámite el
demandante.

y en relación a la posible concurrencia de falta de
contenido constitucional. alega que le resulta imposible
informar ya que es necesario consultar las actuaciones
del juicio de faltas.

Por su parte. el demandante por medio de su Pro­
curador. presentó escrito de alegaciones el día 17 de
julio de 1990.

En primer término. se alega que no le es posible acre­
ditar en ese momento la fecha de notificación de la Sen­
tencia recaída en apelación. pues se halla pendiente de
cumplimiento un exhorto enviado a Barcelona. por el
que se solicita la notificación personal de la referida Sen­
tencia al demandante. aportándose certificación del
Secretario Judicial sobre esta cuestión.

En cuanto a la posible concurrencia de la segunda
causa de inadmisión puesta de manifiesto. se señala por
el recurrente. que la demanda tiene contenido cons­
titucional.

5. Por providencia de 1 de octubre de 1990 de
la Sección Tercera. se acordó admitir a trámite la deman­
da. y requerir a los Juzgados de Distrito e Instrucción
de Viella. para que remitieran. en el plazo de diez días.
certificación o fotocopia debidamente adverada de
las actuaciones correspondientes al juicio de faltas
núm. 104/86.

Igualmente. del primer órgano judicial se solicitó que
se emplazase a quienes fueron parte en el procedimiento.
con excepción del recurrente en amparo. para que. en
el plazo de diez d"ías. pudieran comparecer en este pro­
ceso. haciendo constar en dicho emplazamiento la exclu­
sión de quienes quisieran coadyuvar con el demandante
o formular cualquier impugnación y les hubiera ya trans­
currido el plazo para recurrir.

Mediante providencia de -la misma fecha. se acordó
abrir la correspondiente pieza separada de suspensión.
recayendo Auto de 12 de noviembre de 1990 de la
Sala Segunda. por el que se acuerda suspender sola­
mente la pena de privación del permiso de conducir.

6. El Procurador don José Manuel Dorremochea
Aramburu. en nombre y representación de la compañía
mercantil «Sociedad Anónima Damm... mediante escrito
presentado el día 31 de enero de 1991. solicitó que
se le tuviera por personado y parte en el procedimiento.

La Sección Cuarta. mediante providencia de 18 de
febrero de 1991. acordó no haber lugar a tener por
personada y parte a la entidad «Sociedad Anónima
Damm... por mantener la posición de coadyuvante del
recurrente. y haber dejado transcurrir el plazo previsto
en el arto 44.2 LOTC para recurrir. Asimismo. acordó
acusar recibo a los órganos judiciales de las actuaciones
recibidas. Y a tenor del arto 52.1 de la LOTC. se dispuso
dar vísta de las actuaciones del solicitante de amparo
y al Ministerio Fiscal. por plazo común de veinte días.
para que pudieran formular dentro de dicho térmíno las
alegaciones que estimasen pertinentes.

Contra la denegación de personación. la compañía
mercantil «Sociedad Anónima Damm... por medio de su
Procurador. interpuso recurso de súplica que. una vez
oído el Ministerio Fiscal. fue desestimado por Auto de
la Sección Cuarta de 8 de abril de 1991.

7. El día 8 de marzo de 1991. el Procurador don
José Manuel de Dorremochea Aramburu. en nombre y
representación del demandante en amparo. presentó
escrito de alegaciones ratificándose en las manifesta­
ciones realizadas anteriormente.

Por su parte. el Ministerio Fiscal presentó el día 14
de marzo de 1991 escrito de alegaciones.

Comienza el Ministerio Fiscal. señalando que todavía
se desconoce la fecha de notificación de la Sentencia
por la que se agota la vía judicial. no constando en las
actuaciones la fecha de notificación al Letrado que repre­
sentó al recurrente en amparo en el recurso de apelación.

Dando por supuesto la interposición en tiempo del
recurso de amparo. el Ministerio Fiscal entra a analizar
la cuestión de fondo. partiendo que el demandante no
fue citado al juicio de faltas.

Añade. el Ministerío Fiscal. que el hecho de no estar
citado el interesado de modo directo y personal. no
produce siempre indefensión material proscrita en el
arto 24.1 C.E.. pues no se dará cuando se detecta la
voluntad expresa o tácita de no comparecer o su negli­
gencia. tal y como se dice en la STC 31/1989.

Al acto del juicio oral fue citada la compañía «So­
ciedad Anónima Damm... como propietaria del camión.
compañía para la que trabajaba el demandante en ampa­
ro. Para el Ministerio Fiscal aplicando reglas de expe­
riencia generalizada, se hace necesario aceptar la idea
de que. llamada a juicio penal una empresa como con­
secuencia de la actuación de un trabajador de la misma.
tuvo que entrar en contacto con éste para tener una
información sobre el objeto y razón de aquella actuación.
No se trata de una mera suposición. sino de una infe­
rencia lógica de unos hechos que constan, como es la
citación de la empresa y la condición de asalariado de
la misma del ahora recurrente. por lo que este último
no sufrió indefensión material.
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En consecuencia. el Ministerio Fiscal solicita que se
deniegue el amparo solicitado.

8. Por providencia de 24 de marzo de 1993. se
señaló para deliberación y votación el día 29 del mismo
mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El demandante en amparo imputa a las Senten­
cias recurridas. la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva. sin indefensión garantizado en el
art 24.1 CE. al haber sido condenado sin haber sido
citado previamente para la celebración del juicio de faltas
en la primera instancia.

Es doctrina reiterada de este Tribunal que el derecho
a la tutela judicial efectiva comprende no sólo el acceso
al proceso y a los recursos. sino también el de la audien­
cia bilateral configurado por el principio de contradicción.
y que para garantizar esa audiencia es necesario que
los órganos judiciales realicen las oportunas notificacio­
nes y citaciones señalada en la Ley Procesal (SSTC
114/1986.222/1988. 131/1992 Y 236/1992. entre
otras).

De ahí la especial trascendencia de los actos de comu­
nicación del órgano judicial con las partes o con aquellos
que puedan ser partes en el proceso pues son el ins­
trumento necesario que permite la defensa en el proceso
de los derechos e intereses cuestionados (STC
36/1987). Por ello. la citación. especialmente en el ámbi­
to penal. no puede «reducirse a una mera formalidad
prescrita en la Ley o a un simple requisito de forma
para proceder a la realización de los subsiguientes actos
procesales; para dar cumplida satisfacción al derecho
a la tutela judicial efectiva no basta la mera observancia
formal del requisito de la citación sino que es preciso.
además. que el órgano judicial asegure. en la medida
de lo posible. su efectividad rea!>. (STC 37/1984). y en
el mismo sentido la STC 236/J 992.

Por tanto. la ausencia de citación o su deficiente rea­
lización siempre que se frustre la finalidad que con la
misma se persigue con la misma. coloca al interesado
en una situación de indefensión.

2. En el caso presente. del examen de las actua­
ciones resulta que el demandante no prestó declaración
ante la Guardia Civil que levantó el atestado. ni tampoco
ante el Juez. no constando la citación de aquél para
la celebración del juicio oral. si bien faltan unos folios
de las actuaciones que acaso pudieran corresponder a
los que reflejaban las citaciones para el juicio. Sea como
fuere. lo cierto es que no constando que el demandante
fuese citado para el juicio. hemos de tener en cuenta
la afirmación que se realiza en la demanda de amparo.
de que se convocó para el juicio únicamente a la empresa
«Damm» propietaria del camión que conducía aquél.

Para el Ministerio Fiscal. de la citación a la empresa
propietaria del camión. se puede deducir. por inferencia
lógica. que el recurrente tuvo conocimiento de la cele­
bración del juicio por medio de ésta. no habiéndose pro­
ducido. por consiguiente. una indefensión material cons­
titucionalmente relevante.

Es cierto. como reiteradamente ha afirmado este Tri­
bunal. que no existe indefensión material cuando la falta
de notificación tiene su causa en la pasividad o negli­
gencia del interesado o cuando éste adquirió conoci­
miento del acto o resolución por otros medios distintos
(SSTC 22/1987. 72/1988. 205/1988 y 142/1989.
entre otras).

Pero en el presente caso. no puede afirmarse de
manera tajante que el demandante haya tenido cono­
cimiento del juicio de faltas por medio de la empresa
en que trabajaba. como sostiene el Ministerio Fiscal; ello

constituye una suposición insuficiente por sí misma para
imputar a la falta de diligencia del recurrente su no asis­
tencia al juicio oral. Máxime si se tiene en cuenta que
la citación enviada a la empresa «Damm» lo fue para
que ésta acudiera al juicio. y no una citación dirigida
al ahora recurrente en amparo.

3. Se produjo. pues. una infracción procesal por el
irregular modo de practicarse la citación a juicio en la
primera instancia. con el efecto de la incomparecencia
del recurrente y la consiguiente falta de la posibilidad
de alegar y probar lo que a su derecho conviniere; lo
cual comporta la privación de una garantía exigible tam­
bién en el juicio de faltas. según doctrina reiterada de
este Tribunal (SSTC 84/1986. 22/1987. 41/1987
y 102/1987. entre otras).

Es cierto que en varias Sentencias de este Tribunal
se ha afirmado que «el procedimiento en materia de
juicio de faltas establece una doble instancia y el derecho
a la defensa debe ser reconocido constitucionalmente
en ambas. porque. como este Tribunal ya ha tenido oca­
sión de señalar. las garantías constitucionales del pro­
ceso son exigibles en todas y cada una de las fases
del mismo» (SSTC 22/1987 y 44/1987. y en igual
sentido SSTC 28/1981.. 84/1986.1.02/1987
y 156/1992). Sin embargo la aplicación de esta doctrina.
cuando del juicio de faltas se trata. requiere que la parte
no haya tenido oportunidad dentro del proceso de reme­
diar la indefensión causada por una irregularidad pro­
cesal; de modo que la privación de su garantía funda­
mental. cual es el derecho a ser oído y a poder defen­
derse. lo sea en su acepción material y no imputable
a su propio comportamiento ulterior dentro del proceso.

En efecto. la existencia de una indefensión material
con relevancia o trascendencia constitucional desde la
perspectiva de la efectividad del derecho fundamental
del arto 24.1 CE. no puede ser apreciada en el juicio
de faltas si se tuvo dentro del proceso la posibilidad
de remediar la privación del derecho a la defensa que
le había causado la irregular citación para la primera
instancia. al comparecer en la segunda. donde se permite
el debate y prueba sobre los hechos y la decisión en
todos sus aspectos. Posibilidad existente en el juicio
sobre faltas. donde las prescripciones del art 977 y ss
de la L.E.Crim. que configuran la segunda instancia de
modo idéntico a la primera. permiten (arts. 979 y 980)
a los interesados no sólo alegar sino presentar las prue­
bas no practicadas antes (ni propuestas) por causas aje­
nas a su voluntad. entre las cuales. con toda evidencia.
se cuenta la de su no comparecencia involuntaria.

Así pues. en el caso. el recurrente. que compareció
en la apelación. pudo haber alegado y probado cuanto
a su derecho convenía. lo que sin embargo no hizo. limi­
tándose en su recurso a poner de manifiesto al Juez
ad quemo con invocación del arto 24.1 CE. una irre­
gularidad procesal. la falta de citación en primera ins­
tancia. pero omitiendo impugnar la resolución en cuanto
al fondo con aportación de las pruebas pertinentes. No
puede estimarse. pues. que haya existido en este caso
de juicio de faltas vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva del art 24.1 C.E. cuando se tuvo en
la segunda instancia posibilidad de remediar la involun­
taria ausencia en la primera. Lo que lleva derechamente
a la denegación del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.
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Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

11335 Sala Primera. Sentencia 114/1993. de 29 de
marzo. Recurso de amparo 1.286/1990. Con­
tra Sentencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid. en supli­
cación de la dictada por la Magistratura de
Trabajo de Madrid. en autos promovidos con­
tra el I.N.S.S. y TG.S.S.• en reclamación por
inmovilización de pensión s.a. V.I. Vulneración
del derecho a la igualdad en la aplicación de
la Ley.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. han pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.286/90. interpuesto
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social. repre­
sentado por el Procurador de los Tribunales don José
Granados Weil y defendido por el Letrado don Luis López
Moya. contra la Sentencia dictada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 20 de
marzo de 1990. en suplicación de la dictada por la Magis­
tratura de Trabajo. hoy Juzgado de lo Social núm. 12
de Madrid. de fecha 17 de octubre de 1987. Ha com­
parecido el Ministerio Fiscal y han sido partes doña Dolo­
res Carneros Martínez. don Roberto Domínguez Carneros
y don César Eduardo Domínguez Carneros. representa­
dos por el Procurador de los Tribunales don Pedro Anto­
nio González Sánchez. asistidos de la Letrada doña María
José Redondo Dionisia. Ha sido Ponente el Presidente
del Tribunal don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado el 23 de mayo de 1990.
don José Granados Weil. en nombre y representación
del Instituto Nacional de la Seguridad Social (I.N.S.S.).
interpone recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid de 20 de marzo de 1990. en suplicación de
la dictada por el Juzgado de lo Social núm. 12 de Madrid.
en autos promovidos por don Francisco Domínguez
Gómez y seguidos por sus herederos. doña María Dolores
Carneros Martínez. don Roberto Domínguez Carneros
y don César Eduardo Domínguez Carneros. contra el Ins­
tituto Nacional de la Seguridad Social y Tesorería General

de la Seguridad Social. en reclamación contra inmovi­
lización de pensión S.OVI.

2. La demanda de amparo se basa. en síntesis. en
los siguientes hechos:

Don Francisco Domínguez Gómez era perceptor de
una pensión de 8.580 pesetas mensuales del extinto
S.OV.I. por encontrarse en situación de incapacidad per­
manente absoluta desde el 1 de junio de 1978. per­
cibiendo. asimismo. desde el 20 de diciembre de 1978.
en que fue declarado inválido de guerra. una pensión
de 24.000 pesetas mensuales. Pero la primera de las
pensiones. la del S.OVI.. se inmovilizó o congeló en
su cuantía por el I.N.S.S. en el año 1984.

Por escrito de 4 de octubre de 1985. el interesado
solicitó del I.N.S.S. que se le reconociera el derecho a
percibir la pensión del S.OVI. sobre el tipo fijado anual­
mente. sin que" se produjera compensación y absorción
con la de mutilado de guerra. y que se le abonasen
160.483 pesetas correspondientes a los años 1984
y 1985". Denegada la solicitud por silencio administrativo.
interpuso demanda. que fue desestimada por Senten­
cia de la Magistratura de Trabajo núm. 12 de Madrid
de 17 de octubre de 1987. celebrándose el juicio con
los herederos de aquél por haber fallecido una vez estaba
presentada la demanda ..

La Sentencia aceptaba la inmovilización efectuada
por el I.N.S.S.. como consecuencia de lo dispuesto en
los distintos Reales Decretos sobre revalorización y mejo­
ra de prestaciones. concretamente. para el año 1984.
en el art. 9 del Real Decreto 90/1984. de 18 de enero.
fundando así la ímprocedencia de revalorización alguna
porque la suma de ambas pensiones sobrepasaba los
límites de concurrencia fijados legalmente por aquellos
Reales Decretos. La Sentencia añadía que todas las ale­
gaciones del demandante se referían a la compatibilidad
entre las pensiones del S.OV.I. y de inválido civil. cuando
la compatibilidad no había resultado afectada. ya que
el actor percibía ambas pensiones. si bien la del S.OVI.
inmovilizada en su cuantía por efectos de la concu-
rrencia. "

Interpuesto recurso de suplicación por los herederos
del afectado. fue estimado por la Sentencia de la Sala
de lo Social del T.S.J. de Madrid de 20 de marzo de
1990. aceptando el planteamiento del recurso en el sen­
tido de que no eran aplicables al caso los arts. 5 del
Real Decreto 90/1984 y Real Decreto 43/1985. de 9
de enero. afirmando el órgano judicial que dichas normas
«lo que nos dicen es que las pensiones de inválidos
de guerra. siguiendo el criterio del arto 10 de la Ley
5/1976. de 11 de marzo. son compatibles. como extraor­
dinarias que son. con cualesquiera otras pensiones. inclu­
so con la del S.OVI.».

3. Contra esta Sentencia se interpone recurso
de amparo por el I.N.S.S.. por presunta vulneración del
arto 14 C.E.. aduciendo que la Sentencia impugnada de
la Sala de lo Social del T.S.J. de Madrid venía aplicando
la Ley de una determinada manera y que ahora cambia
de criterio. sin razonamiento ni fundamentación alguna.
por lo que lesíona el principio de igualdad en aplicación
de la ley. aportando fotocopias. como término de com­
paración. de las Sentencias de la Sala de lo Social del
T.S.J. de Madrid de 20 de junio de 1989. 26 de febrero
de 1990 y 14 de septiembre de 1989. La recurrente
de amparo entiende que las pensiones causadas por
los ex combatientes han de considerarse concurrentes
con las de la Seguridad Social a efectos de la aplicación
de las normas de revalorización de pensiones. princi­
palmente porque aquéllas son pensiones igualmente
públícas y en tanto que tales se encuentran inmersas
dentro de las que los Reales Decretos sobre revalori-


